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92-A-22 Acum. 110-A-22 

TRlllUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las nce horas del día quince de mayo \/' 

de dos m íl veintitrés. 

Mediante resolución de f. 55, se concedió a la investigada, seil Blanca Maribel Solano de Sosa, 

el plazo de diez días hábiles parn que presentara las alegaciones que ll limara pertinentes respecto de la 
1 

prueba que obra en el e)(pediente; en ese contexto, el día diecinueve d abril del año en curso, se recibíó 
1 

escrito presentado por la investigada, con documentación adjunta (fs. 51 al 60). 

Considerandos: 

l. Relación de los hechos 

Oh;eto del caso 

El presente procedimiento administrativo sancionador se tramí contra la seílora Blancn Maribel 

Solano de Sosa, Alcaldesa Municipal de Salcoatitán, de1Jartamento d I onsonate, a quien se atribuye la 

posible infracción a la prohibición ética de "fl]ealizar aclividades pri I das duran/e la jornada ordinaria 

de t.-ab,if o, .m!Po las permitidils por lil ley ", regu lndn en el nrt íc•i 6 letrn e) de In Ley de Etícn 

Guhernamental -en lo sucesivo LEG-, por cwmto durante los meses de ayo y junio de dos mil veíntídós, 

se habría ausentado de sus funciones para realizar actividades no institu I nales, particularmente para hacer 
1 

viities personales fuera del país, sin contar con los permisos correspond ntes. 

De.rnrm/ln del vrocedimieuto 

1. Por resolución de f. 2, se ordenó la investigación preliminar 1 caso. 

2. Mediante resolución de fs. 1 O y 11, se ordenó la acumulaciól del expediente referencia 11 O-A-

22 al presente, por existir una conexión subjetiva, fáctica y jurídica ntre los mismos, y se amplió la 

-investigación preliminar del caso a fin de indagar sobre éstos. 1 

3. Por resolución de fs. 18 y 19, se decretó la apertura del proced iento adm ínistrativo sancionador 
1 

contra la señora Blanca Maribcl Solano de Sosa, y se te concedió el pi zo de cinco días hábiles para que 

ejerciera su derecho de defensa; decísión que le fue notificada en legl forma, por medio del Secretario 

Municipal, según consta en acta de f. 20; sin que la invest igacla hayal jercido su derecho de defensa ni 

intervenido en el procedimiento. 11 

4. Mediante resolución de f. 21, se abrió a pruebas el procedin ' nto por el término de veinte días 

hábiles, y se delegó a un instructor para la investigación de los hechos I a recepción de la prueba. 
1 

5. En el informe de Is. 30 y 31, el instructor delegado establee los hallazgos de la investigación 

efectuada e incorporó prueba documental (fs. 33 al 5-4). 

6. Mediante resolución de 1: SS, se concedió a la investigada el lazo de diez días hábiles para que 

presentara las alegaciones que estimara pertinentes respecto de Ja pruel:i que obra en el expediente; en ese 
1 

sentido, se recibió escríto presentado por la investigada, respond mio el trnslado conferido, con 

documentación adjunta (fs. 57 al 60). 

H. Fundamento jurídico. 

Tra11sgre.\·in11 alrilmida 

La conducta atribuida a la investigada Blanca Maribel Solano d Sosa se calificó como una posible 
1 

transgresión n la prohibición ética reguladn en el artículo 6 letra e) de 1 LEG, la cual pretende evitar que 

los servidores píihlicos realicen actividades <tienas al quehacer instituci 
11 

al durante su jornada ordinaria de 

trabajo, salvo que existn una justificación legal para ello. 



La referida norma tiene por objeto que el servidor público respete su jornada ordinaria, es decir, el 

tiempo efectivo establecido para que se dedique a las tareas usuales que corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación común de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el articulo 84 de 

las Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho ordinario en todas las 

oficinas públicas será de lunes a viernes, en una sola jornada de las ocho a las dieciséis horas. Al poseer 

esta disposición un caríicter general resulta útil para definir la jornada ordinaria o período de audiencia en 

que los foncionarios y empicados csl¡Ín obligados a asistir a su despacho u oficina, ante In falla de un horario 

particular contemplado por las leyes y reglamentos que rigen ámbilos específicos. 

Lo anterior tiene su fundamento en In naturaleza del trabajo prestado por el servidor público, el cual 

está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, <lelimitado por el 

ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias de los entes públicos; por lo cual, el interés que 

satisface en este caso el trabajo del servidor público es el interés general de Ja comunidad, que recibe los 

servicios públicos. 

En ese sentido, en las entidades del Eslado debe cumplirse una jornada ordinaria de trabajo, que 

pcrmila a los usuarios oblener los servicios y realizar las gestiones de su interés dentro de un plazo 

razonable, y no eslablccído a conveniencia del interés particular del servidor público. 

No cabe duda de que la Administración Pública está destinada a operar en condiciones óptimas, 

con el propósito de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y personales) 

que se han dispuesto para ello y, ante la ausencia de estos, el cumplimiento de los lines institucionales no 

se realiza en el tiempo o circunstancias planificadas. 

Esto no implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan ausentarse de sus labores, 

pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en los límites que la ley 

establece, para que dicha ausencia no sea <1rbitraria. 

Cie11amcnle, para que un servidor público pueda realizar una actividad particular durante su jornada 

ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la que ejerce su 

cargo, pues de lo contrario podría generarse un perjuicio o detrimento del desempeño de la función pública 

y, en consecuencia, del servicio que se presta a la ciudadanía. 

Por ende, cuando los servidores gubernamentales incumplen sus horarios de trabajo sm . 

justificación alguna colateralmente se afecta el ejercicio de la función estatal, lo que incluso podría derivar 

en la prestación de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los trámites administrativos o judiciales. 

Y es que la actuación de los servidores públicos debe regirse por los principios éticos de supremacía 

del interés público, probidad, responsabilidad y lealtad, establecidos en el artículo 4 lelras a), b), g) e i) de 

la LEG, lo cual supone que atiendan las funciones que les corresponden de forma personal, estrictamente 

en el tiempo. forma y lugar establecido por las normas administrativas respecto a asistencia, horarios y 

vocación de servicio, pues es en razón de ello que reciben una remuneración proveniente de fondos 

públicos. 

En tal sentido, se pretende evitar las deficiencias por parte de los servidores públicos en el 

desempeño de la importante función que realizan. De ahí, la necesidad de prohibir este tipo de conduelas. 

111. Pruebu recnbmln en el procedimiento. 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, necesaria y 

útil, es la siguiente: 
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Prueba docume111a/ recabada por el Trib1111al: 

1. Informes de fechas veintinueve de junio y dieciocho de a sto, ambos de dos mil veintidós, 
1 

relativos a los movimientos migratorios de la señora Blanca Maribcl lano de Sosa, correspondientes a 

los meses de mayo y junio de ese mismo año, emitidos. por el Gerente 1 Control Migratorio Ad lumorem 

y el Jefe Ad lio11orem del Departamento de Movimiento Migratorio de Dirección General de Migración 

y Extranjería (fs. 6 ni R y del 26 al 28). 

2. Informe de fecha díez de noviembre de dos mil veintidós, e itido por el Secretario Municipal 

.de Salcoatitán, en el que indica que en sesión celebrada el día cuntr I e mayo de dos mil veintidós, In 

Alcaldesa Municipal expresó al Concejo Municipal que en esa épocl saldría del país, pero por ser un 

período corto "se veía a bien no nombrar a una persona interina ... " y ni se tomó ningún acuerdo en el que 

constara In autorización de su salida (f. 47). 

3. Certificación parcial del acta número nueve, de fecha cuatro mayo de dos mil veintidós, de la 
1 

sesión ordinaria celchrada por el Concejo Municipal de Salcoatitán (f. 
1 

<l. Constancia de salario de fecha trece de diciembre de dos mi eintidós, emitida por el Tesorero 
1 

de ta Alcaldía Municipal de Satcoatitán, donde se indican los sueldos vengados por la señora Solano de 

Sosa, en los meses de mayo y junio de dos mil veintidós (f. 53). 

Prueba doc11me11tal presentada por la inl'e.wigada: 

l. Copia simple de credencial de elección popular, emitida r el Tribunal Supremo Electoral, 
11 

donde consta que la señora Blanca Maribel Solano de Sosa fue elecla caldesa Municipal de Salcoatitán, 

departamento de Sonsonate, para el período constitucional compren I do del uno de mayo de dos mil 

_veintiuno al treinta de abril de dos mil veinticuatro (f. 58). 1 

2. Certificación parcial del acta nllmero nueve, de fecha cuatro mayo de dos mil veintidós, de la 

sesión ordinaria celebrada por el Concejo Municipal de Salcoalitán (fs.¡ 9 y 60). 

Por otra parte, la prueba documcnlal de fs. 9, 29, 35 al 46 y 5 no será objeto de valoración por 

carecer de utilidad para acreditar los hechos que se dilucidan y no star vinculada con el objeto del 

proccdim ienlo. 

IV. Vnlornción de In pruehn y decisión del cnso. 

De conformidad con to dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de a LEG, las pruebas vertidas en el 

procedimiento se valorarán según el sistema de la sana crítica, et I al se asienta en el principio de 

ra?onahilidad y obliga a que las máximas de experiencia consten I la motivación de la resolución 

definitiva; a fin de evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo aíirml o por las partes. 

El artículo 87 del RLEG establece que en el procedimienlo I ministrativo sancionador rige el 

principio de liberlad probatoria, siendo admisibles todos los medios de:
1 

rueba que cumplen los requisitos 

de licitud, pertinencia, idoneidad, ncccsidnd y utilidad; habiéndose rea zado el juicio de admisibilidad y 

procedencia correspondiente. 1 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1 º, 2° y 3° de la Ley Procedimientos Adm inislrativos 

(LPA), establece reglas generales en cuanto a los medios probatorios, 1 í: "[l]os hechos relevantes para la 

decisión de un procedimiento podrán probarse por cualquier medio de I' ueba admisible en derecho y será 

aplicable, en to que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil.--- : e practicarán en el procedimiento 

ladas las pruebas pertinentes y útiles para determinar la verdad de 1 s hechos, aunque no hayan sido 

propuestas por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ¡ --Las pruebas serán valoradas en 

forma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin e1 argo, para el caso de la prueba 
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documental, se estará al valor tasado de la misma en el derecho procesal común". Y el inciso 6° de la 

disposición legal citada prescribe que "l"l]os documentos formalizados por los fimcionarios a los que se 

reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos legales correspondientes se 

recojan los hechos conslatados por aquellos, harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario". 

Así, en el presente caso, dentro de la prueba vertida se encuentra la documental, la cual se configura 

dentro de los documentos públicos administrativos, que son los "válidamente emitidos por los órganos de 

las Administraciones Públicas; esto es los producidos por un órgano administrativo de acuerdo con las 

formalidades exigidas en cada caso'· (Barrero Rodríguez, C., La Prueba e11 el Procedi111ie11fo 

Admi11istratil'o, 3" Edición, Editorial Aranzadi, Navarra, 2006, p. 336). 

Lo anterior, en concordancia con los artículos 106 de la LPA y 331 del Código Procesal Civil y 

Mercantil (CPCM), éste último refiere que serán instrumentos públicos "los expedidos por notario, que da 

re, y por autoridad o funcionario público en el ejercicio de su función pública"; cuyo valor probatorio, de 

conformidad al artículo 341 del CPCM, constituye "prueba fehaciente de los hechos, actos o eslado de 

cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como del fedatario o 

funcionario que lo expide". En este sentido, es preciso acotar que la prueba documental vertida en el 

procedimiento consta de informes. copias simples y certificaciones emitidas por servidores de instituciones 

públicas. 

Por lanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha establecido con 

cerleza: 

J. la calidad de servidora pública de la i11veMigada y de sus fi111cio11cs como Alcaldesa Municipal 

de Salcoatitá11. dw·cmte el período i11dagado: 

Desde el día uno de mayo de dos mil veintiuno la señora Blanca Maribel Solano de Sosa fue electa 

como Alcaldesa Municipal de Salcoatitún, conforme el decreto N.º 2 emitido por el Tribunal Supremo 

Electoral el día seis de abril de dos mil veintiuno, publicado en el Diario Oficial N.º 65, Tomo 431 del día 

nueve de abril del mismo año, en el cual se declararon firmes los resultados de las elecciones de Concejos 

Municipales efectuadas en dicho año; para el periodo comprendido del uno de mayo de dos mil veintiuno 

al treinta de abril de dos mil veinticuatro y en copia de credencial de elección popular, emitida por el 

Tribunal Supremo Electoral, de fecha quince de abril de dos mil veintiuno (f. 58). 

2. La realización de actfridades pril'adas por parte de la i11vestigada, d11ra11te la jornada laboral 

que tlebía cumplir como Alcalde.,·a i\11111icipal de Salcoalitá11, d11ra11te los meses de mayo yj1111io de dos mil 

veiutidó.\ período investigado- : 

Como se estableció en el apartado anterior, durante los meses de mayo y junio de dos mil veintidós, 

la señora Blanca Maribel Solano de Sosa como Alcaldesa Municipal de Salcoatitán era la representante 

legal del municipio, la titular del gobierno y de la administración municipal, y algunas de sus funciones 

eran: a) presidir las sesiones del Concejo y representarlo legalmente; b) convocar por sí, o a petición del 

Síndico. o de dos Concejales por lo menos a sesión extraordinaria del Concejo; e) ejercer las funciones del 

gobierno y administración municipales expidiendo al efecto, los acuerdos, órdenes e inslrucciones 

necesarias y dictando las medidas que fueren convenientes a In buena marcha del municipio y a las politicns 

emanadas del Concejo: y, d) resolver los casos y asuntos particulares de gobierno y administración, entre 

olras, de acuerdo con el artículo 47 del Código Municipal (CM). 

Ahora bien, según el informe de fecha diez de noviembre de dos mil veintidós, rendido por el 

Secretario Municipal de la referida localidad, consta que en la sesión ordinaria del Concejo Munici¡Jal de 
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Salcoatitán, celebrada el día cuatro de mayo de dos mil veintidós, la se rn Solano de Sosa - en calidad de 
1 

Alcaldesa Municipal- en el punto siete de la agenda de dicha sesión, i ntilicado como "Puntos Varios", 

les numifostó a los miembros del Concejo que snlc.Jria del país y que por 1 período "corto" de ausencin, "se 

veía a bien no nombrar a una persona interina, estando de acu~rdo los oncejales presentes que saliera la 

señora Alcaldesa pero sin tomar un Acuerdo que conste el nombramie1t o de un Interino y la autorización 

misma de su salida" (sic). 1 

En ese sentido, en dicho lapso, y pese a 110 existir un acuerdo do le se le autorizurn para ausentarse 

de sus labores, la investigada realizó dos movimicnlos migratorios, ví, área, en fechas y horas laborales 

coincidentes en las que debía ejercer sus funciones como funcionaria '1blica de dicha comuna, según el 

detalle síguierlle: 

i) A las doce horas con veintiún minutos del día cinco de ma de dos mil veintidós salió de El 

Salvador con destino a los Estados Unidos de América y regresó al paí~I las diez horas con treinta minutos 

del día <lieci.\·iele de mayo de ese mi.\'1110 mio (f. f!). 

El motivo de dicha salida fue por turismo y el tiempo estimado e la misma fue de trece días. 

ii) A las cuatro horas con cincuenta y seis rn inutos del día t•ei11 11110 de j1111io de do.\· mil t•ei11tidó.\· 

salió de El Salvador con rumbo a los Estados Unidos de América y re esó al territorio salvadoreño a la 
1 

una con treinta minutos del día vei111i11ueve dej1111in de ese mismo aiio ( 28). 

El motivo de ese movimiento migratorio fue por turismo y la d ación estimada del mismo fue de 

nueve dí:1s. 

Lo anterior. en completa inobservancia a lo establecido en el artí 110 30 numeral 20 del CM, siendo 

.una facullad del Concejo Municipal "CONCEDER PERMISO O Lfi ENCIAS TEMPORALES A LOS 
1 

MIEMBROS DEL CONCEJO PARA AUSENTARSE DEL EJERCICIO E SUS CARGOS A SOLICITUD 
1 

POR ESCRJTO DEL CONCEJAL IN71;/UiSADO"; circunstancia que 1 se ha determinado en este caso, 

pues del informe rendido por el Secretario Municipal (f. 47) se advierte ue la investigada no trasladó por 

escrilo al seno del Concejo las peticiones para ausentarse de sus funci nes por motivos personales, sino 

que, para el viaje realizado en el mes de mayo de do~ mil veinlidós. dich comunicación la realizó de fonna 

verbal durante la sesión de concejo municipal de fecha cuatro de mayo d I se mismo afio, sugiriendo incluso 
1 

ella misma que "por el período corto" de ausencia no era necesario 1 nombramiento de un "alcalde 

interino", por lo que dicho organismo colegiado no emitió el acuerdo de utorización de licencia ni designó 

a In persona que la sustituiría en el desempeño de sus funciones mie ras se encontraba fuera del país, 

incumpliendo además el ya mencionado articulo 30 numeral 25 del 1 , el cual señala que una de las 

facultades del Concejo es "{djeJig11ar de .m .\'e110 al miembro que dJ a .\'1tstit11ir al Alcalde, Síndico o 

Regidor e11 caso de ausencia temporal o defi11ilil'a ". 

Por su parle, con relación al viaje realizado en junio de dos mil intidós, la Alcaldía Municipal de 
1 

Salcoatitán no remitió ninguna documentación que acreditase en legal f na que la investigada solicitó por 

.escrito al Concejo Municipal la autorización correspondiente para ausJ tarse de sus labores, y que dicho 
1 

permiso se concedió mediante el acuerdo respectivo, por decisión ele ese rganismo colegiado. Lo anterior, 

pese a haberse requerido en reiteradas ocasiones In mencionada informa n por el instructor delegado para 

la inveslignción (f. 34). 

No obstante, durante los meses de mayo y junio de dos mil v intidós, la inve'itigada recibió el 

1 . 1 d' 'bl. . I . r 1·c1 t T sa ano comp cto correspon 1entc 11 su cargo pu 1co, segun consta en m1onne rene 1 o por e esorero 

Municipnl de Salcoatitán (f. 53). 
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Sobre los hechos atribuidos, la investigada en su escrito de Is. 56 y 57 - como respuesta al traslado 

final con!Crido- indicó que sí se ausentó del país, pero no fueron dos meses como se indica en el 

procedimiento, sino únicamente quince días, iniciando el diecisiete de mayo de dos mil veintidós. Y que 

para dicha ausencia "no fue necesario el nombramiento de un alcalde interino", ya que al llevarse a 

consideración ese punto al Concejo Municipal,"( ... ) en vista del corto tiempo de salida y que no afectaría 

la función municipal se tomó a bien continuar del mismo modo". 

J\ 1 respecto, es menester relcrir que, en razón de los principios de la ética plibliea de legal id ad, 

transparencia y rendición de cuentas, regulados en el artículo 4 letras 1), h)) m) de la LEO, los servidores 

públicos deben dejar constancia documental de todas las licencias que solicitan para ausentarse de sus 

labores. de manera que se justifique, sin dejar espacio a la arbitrariedad, que dichas licencias han sido 

solicitadas y autorizadas en legal forma por la autoridad competente, conforme Jo disponen Jos artículos 

1 ), 17 y 18 de la Ley de Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empicados Públicos y artículo 30 numeral 

20 del CM. 

Es decir, los permisos y licencias para los miembros del Concejo Municipal no pueden ser 

dispuestos libre y unilateralmente por quien pretenda acogerse a los mismos; puesto que, en función de 

garantizar el Derecho a Ja Buena Administración, es el Estado, mediante In institución correspondiente y 

por medio de los procedimientos legales, a quien corresponde velar por el irrestricto cumplimiento de las 

funciones y horarios de lrabajo de sus servidores pÍlblicos; sobre lodo, en el caso del Alcalde Municipal, a 

quien le corresponde, entre otras funciones: "Ejercer las fimcio11es del gobierno y ad111i11fatmció11 

1111micipales e.\]Jidiemlo al efecto, los acuerdos, órde11e.\· e i11struccio11e,\· necesarias y dicta11do las medidas 

que fi1ere11 com•e11iellles a la b11e11a 111archa del 1111111icipio y a las políticas emanada.\· del Concejo", segÍln 

lo establece el artículo 48 del CM, funciones que de hecho le corresponde atender incluso fuera de la jornada 

ordinaria de trabajo y en días no hábiles, si las necesidades del municipio lo requieren. 

Sobre este punto, reiterada jurisprmlencia constitucional ha establecido que la persona que ingresa 

al servicio de la Adminislración PÍlblica se coloca en una situación jurídica objetiva y definida legalmente, 

pues al hacerlo, acepta el régimen que configura la relación estatutaria del empicado pÍlblico. Por ello, los 

servidores pí1bl icos, a diferencia de los demás ciudadanos, se hallan en una relación de e.\pecial .wjeció11 

al Eslado, y no en una simple relación laboral, lo cual trasciende al simple ejercicio de las respectivas 

funciones. 

En tal sentido, no cabe duda de que la Administración Pública está destinada a operar en 

condiciones óptimas. con el propósito de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos 

(nrnteriales y personales) que se han díspuesto para ello y, ante la ausencia de estos, el cumplimiento de los 

lines institucionales no se realiza en el tiempo o circunslnncias planilicadns. 

Esto no implica negar la posibilidad que los servidores pÍlblicos puedan ausentarse de sus labores, 

pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en los límites que la ley 

establece, para que dicha ausencia no sea arbitraria. 

Ciertamente, para que un servidor pÍlblico pueda realizar una actividad pm1iculnr durante su jornada 

ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la que ejerce su 

cargo, pues de lo contrario podría generarse un perjuicio o detrimento del desempeño de la función pública 

y, en consecuencia, del servicio que se presta a la ciudadanía. 
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Por ende, cuando los servidores gubernnmeutales incumplen J funciones y horarios de trabajo sin 

justHicación nlguna colaternlmente se afecta el ~jcrcicio de la función e ntal, lo que incluso podría derivar 

en la prestación de servicios pítblicos ineficientes y en el retraso de los tr lites administrativos o judiciales. 

Y es que la actuación de los servidores pírbl icos debe regirse po I os principios éticos de supremacía 

del interés público, probidad, responsabilidad, legalidad y lealtad, estab cidos en el artículo 4 letras a), b), 

g), h) e i) de la LEG, lo cual supone que atiendan las funciones que t '. corresponden de forma personal, 

estrictamente en el tiempo, fonna y lugar establecido por lns normas a . l inistrativas respecto a asistencia, 

horarios y vocación de servicio, pues es en razón de ello que reciben ma remuncrnción proveniente de 

fondos pí1hlicos. 
1 

Adicionalmente, cabe recalcar que en ningím momento en el p cedimiento se ha establecido que 

la señora Solnno de Sosa se ausentó dos meses completos de sus funci les, sino que, la investigación del 

caso tuvo como ol~jcto determinar si durante los meses de mayo y mio de dos mil veintidós habría 

efectuado viajes de índole personal. 1 

Y, en electo, en este caso, los registros de movimientos migrat ios efectuados por la investigadn 

durante el periodo indagado mayo y junio de dos mil veintidós-, acr itnn que desatendió sus funciones 
1 

como Alcaldesa Municipal para realiwr actividades ajenas a las instituci nales fuera del territorio nacional, 

sin contar con autorización legal para ello por parle de In autoridad c I lpetente, en e'ite cnso el Concejo 

Municipal, habiendo recibido el salario mensual correspondiente a sus nciones en la Alcaldía Municipal 

de Salcoatitán, sin que le fueran aplicados los descuentos pertinentes. 1 

Además, en su escrito de f. 57 la investigada afirma que parn us ausencias no fue necesario el 

nombramiento de un alcalde interino, en vista del corto tiempo de su alida; al respecto, es impor1ante 

destacar que conforme al principio ele legalidad establecido en el artíct 86 inciso 3° de la Constitución, 

In Administración Pública debe actuar con pleno sometimiento ni 1 rdenamiento jurídico vigente y 

habilitada ítnicamente por éste. En ese sentido, se recalen que, ante 1 ausencia de algún miembro del 

Concejo Municipal, conforme al ya relacionado artículo 30 numeral 25 1 CM, lo que corTesronde ni seno 

de ese colegiado es designar al que lo sustituirá, sin que ninguna no I a habilite a que tal dcsignnción 

dependa del tiempo de ausencia del miembro que se trate . 

En consecuencia, al hacer una valoración integral ele los ele1 ntos de prueba recabados en el 

procedimiento, se ha establecido que durante el período comprendido d cinco al diecisiete de mayo y del 

veintiuno al veintinueve de junio, ambos del año dos mil veintidós, tal efiorn Blanca Maribel Solano de 

Sosa, incumplió sus funciones para realizar actividades particulares era del territorio nacional, y se 

ausentó de sus labores sin contar con justificación legal, como una ficen a o permiso que le habilitara para 

ello; en tanto se esperaba de ella que, corno servidora pública, empleara I tiempo asignado exclusivamente 

para desempeñar sus funciones y cumplir las responsabilidades para 1 que fue electa como Alcaldesa 

·Municipal ele Salcoatitán. 
1 

3. La respo11rnbilidad subjetiva de la inl'estigada por la Ir sgre,\·ión a la prohíbicilm ética 

regulada en el artículo 6 letm e) de la LEG: 

La potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se som e, entre otros principios, al de 
1 

rcsponsabilidnd, regulado en el articulo 139 N. 0 5 de la LPA, según el al "sólo podrán ser .wmcimwdos 

por liecho.\· constitutivo.\· de i11frocció11 lm· personas 11a111mles yjuridica.J 11e resulten resptm.wbles a título 

de dolo, culpa. o cualquier otro tílulo que delermine la ley". 
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Por tanto, es exigible, conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga este 

Tribunal -y cualquier otra autoridad administrativa- estén sustentadas, además, en la comprobación de un 

nexo subjetivo entre el uulor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo"( ... ) se puede manifestar como dolo, culpa, e incluso, para un grupo de infracciones 

administrativas denominadas "formales'', u nivel de inobservancia. Todas estas formas de imputación 

subjetiva conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la que se sanciona automáticamente por 

la real ilación de un hecho. 

En el ordenamiento jurídico salvadoreño, la base de In exigencia de responsabilidad subjetiva se 

encuentra en la misma Constitución, en el artículo 12, al manifestar que "Toda persona a q11ie11 :;e impute 

tm delito, .rn pre.wmirá inocente 111ie11tra.\· 110 se pruebe .\'ll culpabilidad co11for111e a la ley ( .. .) ". Ademí1s, 

la jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa son congruentes al expresar que no puede 

haber sanción sin culpabilidad. 

Por ejemplo, la Sala de lo Contencioso Administrativo en la sentencia de referencia 376-2007 de 

fecha 13 de febrero de 201 7 expresó que "/o.'i principio\· límites a la potestad .wmcio11adora exige11 que la 

i11ji'c1cció11 (. . .) ,\·e realice ya ,\ea co11 i1ttl!11ci,)11 o por culpa". Asimismo, la Sala de lo Constitucional en la . 

resolución de referencia 110-2015 de fecha 30 de marzo de 2016 también indicó que: "e11 materia 

administrativa sancimwclora e.\· aplicable el principio 11ulla ¡JOe11a sine culpa, lo que excluye cualquier 

forma de responsabilidad objetirn. ¡me\· el dolo o culpa constituyen 1111 ele111e11to básico ele lm i11fracciones 

administrativas''. 

Asimismo, la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia 508-

2016 de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acotó que, en materia administrativa 

sancionatoria, "( ... ) las infracciones p11ede11 ser atribuibles a cualquier titulo de imputación, .\·in que para 

ello se fije 11110 regla general o 111w excepciáu {circunstaucia que, si .\e crmflgura en el derecho penal, por 

designio absoltllo del legislador]. Por ello, corre.\po11derci al aplicador de la norma, at!Pertir si la 

i11ji·acció11 que se cmalice puede .ver atribuida a titulo de dolo o culpa ( ... )". 

En ese orden de ideas, en el caso de mérito, este Tribunal considera que la investigada se encontraba 

en una posición material que le habilitaba la posibilidad de conocer sus funciones, obligaciones y derechos 

como funcionaria pública; es decir, tuvo la oportunidad real y el dominio completo de solicitar las licencias 

correspondientes para ausentarse de sus labores con causa justificada y no lo hizo ~ por el contrario, realizó 

dos vhües al extranjero sin contar con autorización para ello. 

De hecho, en el caso del viaje realizado durante el mes de mayo de dos mil veintidós, consta en la 

certificación parcial del acta níunern nueve, de fecha cuatro de mayo de ese mismo año, de la sesión 

ordinaria celebrada por el Concejo Municipal de Salcoatitán, que Ja señora Solano de Sosa manifestó 

verbalmente que por el corto tiempo de su salida, no era necesario el nombramiento de un alcalde interino, 

lo que comprueba que dolosamente eludió el procedimiento de solicitud de licencias, sus responsabilidades 

como Alcaldesa Municipal y la designación de su sustituto por el tiempo que duraría su ausencia, conforme 

lo establecido en el CM. 

Por tanto, se ha acreditado en el presente caso la existencia del nexo su~jetivo entre la señora Solano 

de Sosa y las conductas comprobadas mediante este procedimiento -las cuales son típicas y antijuridicas 

conforme al artículo G letra e) de la LEG-: habiéndose establecido con cerle7..a que In investigada actuó con 

un comportnm iento doloso: por lo que, se sustenta la imposición de una sanción por la infracción cometida. 
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V. Sanción aplicable. 

El artículo ,12 de la LEG establece: "Una 11ez comprobado el fr 11mpli111ie11to de los deberes éticos 

n la \1iolació11 de las pro/Jihiciones éticos pre1•istm· en esta Ley, el Tribunal sin pe1:juicio de la 
1 

respomwbilidad civil, penal u otra a que diere lugar, impondrá la 11111 t respectiva, cuya c11a111ía 110 será 

Íl¡ferior a 1111 salario mínimo mem·uc1/ has/a 1111 máximo de c11are11/lt .\' .1rios 111í11i111os men:wales urbanos 

.para el sector comercio. ¡ 
El Tribunal deberá imponer ww .rnttción por cada b¡fim:ción e mprobada ". 

El nrliculo 97 del RLEG prescribe que para la fijación del mo 
1 

el monto del salario 111 inimo mensunl para el sector comercio vigente e 

1 infracción. 

o de la multa se tomará en cuenta 

el momento en que se cometió Ja 

Scglln el Decreto Ejecutivo N.º 1 O de fecha siete de julio de d · mil veintiuno, y publicado en el 

Diario Oficial N.º 129, Tomo ilJ2 , de esa misma fecha, el monto del s I rio mínimo mensual urbano para 

el sector comercio vigente al momento en que se suscitaron las condu ns constitutivas de infracción a la 

prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEO, de parte Ja señora Blanca Mnribel Solano 

de Sosa, es decir en los meses de mayo y junio de dos mil veintidós, eqt valían tre\·cientos se.\·e11ta y ci11c.·o 

dólares de los Estado.\' Unidos dit América [US$365.00]. 1 

Así, de conformidad con el mencionado artículo il4 de In LEO para lijar el monto de la multa el 

Tribunal conc;idernrá uno o más de los siguientes aspectos: i) la gr edad y circ1111slcmcias del hecho 
1 

cometido; ii) el beneficio o ganancias oblenidm· por el infractor, su cÓllJ 1e, co11vivíe11te, parie11le.\' o socio, 

. como co11sec11e11cia del acto 11 nmisiótt co11stit11tivos de infracció iii) el dwio ocasimuulo a la 

Admi11islmció11 Pública o a terceros pe1:j11dicados; y, ÍI~ la capacida le pago, y la rellla pote11cial del 

sa11cinnado al 1110111e1t10 de la il!fracció11. Estos son, pues, los criterios 1 e dosimetría que deben valorarse 

para que la sanción impuesta sen proporcional. 1 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantific In multa que se le impondrá a la 

señora l31anca Mnribel Solano de Sosa, son los siguientes: 

i) Respecto a la grm•edad y circ1111stancias del hecho comittido:I 

La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justi ha señalado que "el gobierno 

democrático y representativo (artículo 85 inc. 1° Cn.) demanda de quie. s son elegidos representantes del 

pueblo, un compromiso con este, en el sentido de que actúan en nombre d favor( .. . ) de lodos los miembros 

que conforman la socíedad salvadoreña, y que por tanto deben tomar e uenta la voluntad y los intereses 

de Ja totalidad ele sus representados.( ... ) Es decir, que a dichos funcim ríos les corresponde cumplir con 

las funciones públicas específicas para las que han sido elegidos( .. . ) co prevalencia del interés público o 

general sobre el inlerés part icular" (sentencia emitida en el proceso de tconstilucionalidad ref. 1ll-2014, 

_el 13/Vl/2014). 1 

Es de tal relevancia el cumplimiento de dicho compromiso por · irte de los funcionarios públicos, 

que In Constitución de la Repliblica les exige, previo a tomar poscsiól de sus cargos, protestar bajo su 

palabra de honor, ser fiel a la Repí1blica, cumplir y hacer cumplir la cit la ley fimdame111t1I y /ov deberes 

que el cargo le imponga artículo 235- . 1 

De ah í que a la señora Solano de Sosa le asistía un compromiso exorable para con los habitantes 

de la localidad que In designó como su representante, a cuya satisfacción e necesidades debía estar afecta. 

Empero, con los elementos probatorios recopilados en este pro dimiento, se hn cslahlecido que 

dicha investigada inobservó el referido compromiso, pues antepuso 11 ést su interés personal de ausentarse 
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de sus funciones de Alcaldesa en las fechas relacionadas, sin contar con justilicación legal para ello, como 

licencias, actuación que se contrapuso a los principios éticos de supremacía del interés público, probidad, 

responsabilidad y lealtad, y se conliguró como una transgresión al :1rtículo G letra e) de la LEG, como se ha 

indicado. 

Aun cuando desde la perspectiva ética todos los servidores públicos deben demostrar 

responsabilidad y compromiso con los intereses de la institución a la que prestan sus servicios, al ejecutar 

las funciones propias de su cargo, tal exigencia es aún superior lrnlúndose de funciom1rios de elección 

popuh1r, como la sciiora Solano de Sosa. 

Así, la gravedad ele la inrracción ética cometida por la seiiora Solano de Sosa deviene de la 

naturaleza del cargo que desempciia y, por ende, de su nivel de responsabilidad y compromiso con la 

población que reprcsenlaba, a cuyos intereses debía servir, lo cual resulta antagónico al abandono de sus 

funciones de forma injustificada, para reali¿ar actividades de interés personal. 

En adición a lo anteriormente planteado, es dable mencionar que el articulo 48 N.º 4 del CM 

establece entre las atribuciones de los Alcaldes la de cumplir y hacer cumplir las ordenanzas, reglamentos 

y acuerdos emitidos por el Concejo, la cual no se limita al cumplimiento de las normas y decisiones 

enlistaclas, sino que comprende ademús el respeto al sistema nonnativo en su totalidad y, por tanlo, se 

extiende a las disposiciones que establece la LEG. 

Entonces, habiendo sido la seiiora Solano de Sosa, en su calidad de Alcaldesa, la encargada de velar 

porque se cumplieran las disposiciones que rigen el quehacer de la Alcaldía Municipal de Salcoatit:ín, se 

esperaba que su comportamiento fuese coherente con esa función, es decir, que actuara en consonancia con 

la magnitud de sus responsabilidades, abslen iéndose de realizar actividades privadas durante la jornada de 

trabajo que debía cumplir en la referida institución. 

No obstante tener esas responsabilidades legales, la investigada realizó actividades no 

institucionales durante su jornada laboral y desatendió completamente sus funciones como Alcaldesa 

Municipal; es decir, que dichas conductas las realizó aprovechimdose de forma indebida de su cargo, y 

satisfacer sus intereses particulares, lo cu;il resulta antagónico a la fimción pt'1blica que desempeiia. 

Aunado a ello, fue la misma señora Solano de Sosa quien en una de las ocasiones en la sesión de 

Concejo Municipal de fecha cuatro de mayo de dos mil veintidós, indicó que por el corlo tiempo de su 

ausencia no era necesario nombrar un alcalde interino, evadiendo que se realizara lo legal y éticamente 

correcto. 

T:unbién se colige que la señora Solano de Sosa, al realizar las conductas antiéticas atribuidas, no 

actuó conforme a la ley; pues, para sustraerse del cumplimienlo de sus funciones, y e\'adir la determinación 

de posibles responsabilidades legales, no siguió el procedimiento regulado en el CM para el otorgmnienlo 

de licencias a los miembros de Concejos Municipales, pese a conocer las obligaciones que rigen su actuar 

como Alcaldesa Municipal; es decir. debió solicitar por escrito sus licencias y ser autorizada para tal efoclo, 

a fin de que las inasistencias a sus labores fi.1eran justificadas. 

ii) El daíio ocasionado a la Ad111i11iMració11 pública: 

La afectación ocasionada por la señora Solano de Sosa a la Adminislración Píiblica, produclo de su 

transgresión al articulo G letra e) de la LEG, se materializa en que al abandonar sus funciones de Alcaldesa 

Municipal, para dirigirse a atender asuntos particulares fuera del territorio nacional, no se nombró a un 

alcalde interino para que atendiera las funciones institucionales durante el tiempo de su ausencia, las cuales 

son de considerable magnitud. dado el nivel de responsabilidades y los asuntos que le corresponde resolver 
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en su calidad de titular del gobierno y de la administrnción de la lcaldia que preside, así como de 

representante legal y adminislrativa de la misma, según lo establece mtículo 117 del CM, poniendo en 

riesgo a la municipalidad. 1 

Aunado a lo anlerior, se ocasionó un daño al erario de la Admi1 trnción Pública -en concreto para 

In Alcaldía Municipal de Salcoatitán- , pues se erogaron fondos para sufí gar remuneraciones que no fueron 

'devengadas, pues se ha comprobado que del cinco al diecisiete de may y del veintiuno al veintinueve de 

junio, todas las fechas de dos mil veintidós, la señora Solano de sd desatendió sus funciones como 

Alcaldesa Municipal sin que existiernjustilicación o documentación de espaldo que le hnbilitarn para ello 

por parte de dicha institución. 1 

En ese sentido, el daño ocnsionado con la conducta que hoy s sanciona se determina, además, a 

partir del dispendio de fondos de In referida institución para cubrir el J go de remuneraciones por tiempo 

en el cual la investigada no prestó servicios a la cnliclnd. 1 

iii) la rema potencial de la .w11cimuula al 1110111e1110 de come/el a ll"llll.\'gre.\'ión: 

En el año dos mil veintidós, especificmncnte en los meses d mayo y junio -época en la que 
1 

acaecieron los hechos constitutivos de transgresión éticn, la seilora lana de Sosa percibió un salario 

mensual de mil setecientos seis dolares con veinticinco centavos de dóla e los Estndos Unidos de América 

(US$ l, 706.~5) [f. 53]. 1 

En consecuencia, en atención a la gravedad de Jos hechos c !letidos, ni dat1o ocasionado a la 

Administración pliblica y a la rcnla potencial de In señora Blancn Ma I el Solano ele Sosa, es pertinente 

·imponerle a esta una multa de cuatro salarios mínimos mensuales ur nos para el sector comercio, de 
1 

trescientos sesenta y cinco dólares de los Estados Unidos de América ( $365.00) cada uno, que suman la 

carllidad de mil ct1alrocie11tos sese111a dálnre.\· de los Estados Unitlo.\· I •América (US$ l ,,160.00), por la 
1 

infracción a la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LE , cuantía que resulta proporcional 

a la transgresión cometida. 1 

Por tanto, con base en los artículos y 14 de la Constitución VI. 1 letra e) de la Convención 

Interamcricana contra la Corrupción; 1 letra e) y R de la Convención e lns Naciones Unidns contra la 

Corrupción; 4 letras a), b), 1), g), h) e i), 6 letra e), 20 letra a), 37, 12, 43 y <M de la Ley de Ética 

Gubernnmental; 87, 95 y fJ7 del Reglamento de dicha Ley, este Tribunal 

a) Sam:ió11a.\'e a la señora Blanca Maribel Solano de Sosa, Al ldesa Municipal de Salcoatitán, 
1 

departamento de Sonsonnte, con una multa de mil cuatrocientos sesenla lólare,\· de los Eslatlos Unidos de 

América (US$ I ,460.00), por haber transgredido la prohibición ética reg ada en el artículo 6 letra e) de la 

Ley de l~tica Gubernamenlal, en rnzón que durante el periodo comprend o del cinco al diecisiete de mayo 

y del veintiuno al veintinueve de junio, todas las fochas de dos mil v tidós, desatendió suc; funciones 
• 1 

.como Alcaldesa Municiral al realizar dos viajes al extranjero, por moti s de turismo, sin contar con tos 

pennisos correspondientes y en cuyos lapsos de tiempo percibió el sala~ correspondiente, sufragado con 

fondos píiblicos, scgíin consta en el punto níimero dos del considerando de la presente resolución. 

b) Se hace saber a la investignda que, de conformidad con Jo nrtículos 39 ele la Ley de Ética 
1 

Gubernamental, 96 del Reglmnenlo de dicha Ley, 1 Q1I, t 32 y 13 de la Ley de Procedimiento<> 
1 

Administrativos, para la presente resolución se encuenlra habilitada 1 interposición del Recur.m de 

Reconsideración, el cual es optativo pam el agotamiento de la vía ministratíva; y de disponer su 

ulilización, dehcrá presentarse dentro del plazo de diez días hábiles, con dos a partir del siguiente al de la 

notificación respectiva. 
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e,) Remítase certificación de In presente resolución ni Presidente de In Corle de Cuentas de la 

República, para los erectos legales pertinentes. 

Notifique.ve. 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL UE LO SUSCR BEN 
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